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León, Guanajuato, a 30 treinta de enero del año 2015 dos mil quince. . . . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 608/2013-JN, promovido por el ciudadano *****; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que se notificó al actor la resolución impugnada; lo que fue el día 13 trece de junio del año 2014 dos mil catorce, sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada consistente en la separación del cargo de policía que desempeñaba en la Dirección General de Policía, el ciudadano *****; se encuentra debidamente acreditada en autos con la resolución emitida el día 29 veintinueve de mayo del año 2013 dos mil trece, dictada dentro del procedimiento de separación, expediente número 312/13 POL; a través del cual el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, separó del cargo de policía al ahora impetrante; en virtud de no haber aprobado los procesos de evaluación de control de confianza, que le fueron aplicados por el 
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Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado de Guanajuato y que se plasmaron en la constancia de resultado número CECCEG/CIRC/612/2012 de fecha 10 diez de diciembre del año 2012 dos mil doce, en el que resultó no aprobado el elemento de policía en cuestión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resolución que es visible en copia fotostática en el expediente, a fojas 27 veintisiete a 45 cuarenta y cinco; y, que con sustento en los artículos 57, 117, 118, 121 y 131 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le otorga pleno valor probatorio, toda vez que fue emitida por el Consejo demandado, según lo reconoció de alguna forma, el Presidente de dicho consejo, al dar contestación a los hechos en su escrito de demanda; en los que dijo que el actor fue separado del cargo por no cumplir con el requisito de permanencia en la institución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio, si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

Sentado lo anterior, se repara que en el presente proceso, las autoridades demandadas hicieron valer las causales de improcedencia previstas en las fracciones I, VI y VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Guanajuato; señalando que se actualiza la primera fracción (no afectación a los intereses jurídicos del actor); porque la resolución se emitió derivada del procedimiento administrativo de separación con número 312/13 Pol; observando estrictamente el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia vigente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal que no se actualiza; toda vez que el hecho de que la resolución impugnada se haya derivado de una estricta observancia del reglamento aplicable, no implica de manera alguna que no se afecten los intereses jurídicos del actor; pues el actor se ve afectado en su esfera de derechos, con la emisión de una resolución en la que se resolvió separarlo del cargo que ostentaba como elemento de la Dirección General de Policía; de ahí que no se actualice en los hechos, esa causa de improcedencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, también plantearon que se actualizaba en el asunto, la causal prevista en la fracción VI del mismo artículo 261 del Código de la materia; señalando que opera en virtud de que de las constancias que acompañó el actor, no se desprende acto susceptible de impugnar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal que tampoco se actualiza, toda vez que sí hay en el asunto que se resuelve, una resolución susceptible de ser impugnada, que fue la emitida por el Consejo de Honor y Justicia demandado, y a la que se hizo referencia en el presente proceso; resolución en la que se determinó separar del cargo al elemento de policía mencionado, por la razón aducida en la misma; de ahí que no surta efectos la hipótesis de improcedencia planteada por las autoridades enjuiciadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, respecto de la causal señalada con la fracción VII del precepto citado del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa aplicable; de la que argumentaron las demandadas, que los ordenamientos invocados por el actor, no contemplan los derechos que dice le asisten en cuanto a las prestaciones que reclama; tampoco se actualiza, pues tal fracción hace referencia a alguna otra causal de improcedencia que se derive de un precepto legal; sin que las autoridades demandadas hayan expresado el precepto del que se deriva esa causal de improcedencia; aunado a que el hecho de que los ordenamientos señalados no prevean los derechos que dice el actor le asisten, no provoca la improcedencia del juicio; sino en todo caso, que los argumentos sean infundados y que no se justifique el derecho a recibir las prestaciones reclamadas; de ahí que tampoco se actualiza la referida causal. . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al no actualizarse la referida causal, en tanto que de oficio, este Juzgador no advierte la actualización de alguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento, que impida entrar al estudio del fondo de este asunto; es por lo que se procede al análisis de los conceptos de impugnación esgrimidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo narrado por el actor en su escrito de demanda, así como de lo señalado por la autoridad demandada, al contestar la misma; y, de los documentos aportados; se desprende que el ciudadano  *****, tenía el cargo de Policía raso, y que con fecha 26 veintiséis de julio del año 2013 dos mil trece, se le notificó la resolución que impugna, con número de expediente 312/13-POL.; por la que se determinó su separación en el cargo; asimismo, afirmó el actor, que mediante notificación de suspensión provisional de fecha 20 veinte de marzo del año 2013 dos mil trece, el Director General de Policía de este Municipio, le notificó la suspensión provisional sin goce de sueldo en el cargo que ostentaba. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Resolución que considera es ilegal, toda vez que refirió que se encuentra deficientemente fundada y motivada; que el procedimiento de separación al que fue sometido es anticonstitucional; que el acuerdo por el que se le suspendió de manera provisional, no se encontraba tampoco motivado; y que es ilegal que con ello, se le haya retirado la seguridad social; que el artículo 54 Ter del 
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Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, es violatorio de la garantía social de trabajo remunerado; entre otros aspectos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A lo expresado por el impetrante, las autoridades demandadas expresaron “a grosso modo”, que los conceptos de impugnación vertidos son  ineficaces, inoperantes e improcedentes; que sí se encuentra fundada y motivada tanto la resolución de separación, como de su procedimiento; y, que no tiene derecho al pago de las prestaciones reclamadas, al no haber aprobado los exámenes de control y confianza que le fueron aplicados. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la “litis” planteada se hizo consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de separación del enjuiciante al cargo de elemento operativo de la Dirección General de Policía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, este Juzgador procede al estudio del concepto de impugnación hecho valer que considera trascendental para el dictado de la presente sentencia y siguiendo un orden lógico y cronológico de los mismos; por lo que se procede a analizar el Cuarto concepto de impugnación; mismo que fue dirigido en contra de la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia demandado, el día 29 veintinueve de mayo del año 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior de acuerdo a la siguiente Jurisprudencia que se transcribe a continuación: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el cuarto concepto de impugnación, el actor expuso que la resolución combatida se encuentra indebidamente fundada y motivada, toda vez que no señaló el precepto y la fracción de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, que establece la competencia del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, para conocer y resolver sobre los procedimientos de separación o remoción de los elementos de las Instituciones Policiales por no obtener una calificación satisfactoria en las evaluaciones para la permanencia o del desempeño; y que incluso, plasmó equivocadamente las fracciones que establecen competencia para resolver sobre los procedimientos administrativos disciplinarios, que son los referentes a la comisión de faltas graves previstas en el propio Reglamento del Consejo. Así lo señaló la parte actora en el quinto párrafo de ese cuarto concepto de impugnación planteado (foja 11 once del escrito de demanda): . . . . 

“Ahora bien, el artículo 87, en su fracción VII, refiere que los Consejos determinarán sobre la remoción de los elementos que no aprueben las pruebas de control de confianza, siendo que dicha fracción no es invocada por la autoridad demandada en el acto de impugnado, pues solo invoca , las fracciones I, V y VI del artículo 87 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato…., pero no se refieren a la competencia del Consejo para determinar la remoción de los elementos…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades demandadas por su parte, expresaron que las manifestaciones del actor son ineficaces, inoperantes e improcedentes; pues la resolución impugnada se resolvió con absoluto respeto a la legalidad y con estricta observancia de lo dispuesto en el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . 

Así las cosas, el concepto de impugnación referido, resulta fundado, conforme lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, el artículo 87 de la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Guanajuato establece, en sus fracciones I a la VII lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 87. Los Consejos de Honor y Justicia de las Instituciones Policiales del Estado y de los municipios serán competentes para: . . . . . . . . . . . . . 
I. Conocer y resolver sobre las faltas graves en que incurran los elementos de las Instituciones Policiales, con base en los principios de actuación previstos en la presente ley, así como en las normas disciplinarias de las Instituciones Policiales;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
II. Depurar las Instituciones Policiales, del personal que cometa faltas graves de conformidad con los reglamentos respectivos;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

III. Conocer y resolver el recurso que prevé esta ley;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IV. Valorar y proponer condecoraciones, estímulos y recompensas, conforme a los reglamentos respectivos;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

V. Comunicar al titular de las Instituciones Policiales, su resolución respecto a la probable comisión de delitos o faltas graves cometidos por elementos en activo de la corporación;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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VI. Establecer los lineamientos para los procedimientos aplicables al régimen disciplinario;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
VII. Determinar sobre la remoción de los elementos de las Instituciones Policiales por no obtener una calificación satisfactoria en las evaluaciones para la permanencia o del desempeño, así como por negarse a practicar las mismas;”. . . 

Precepto y fracciones que establecen claramente las facultades del Consejo de Honor y Justicia demandado; siendo una de estas la referente a la fracción VII, relativa a determinar sobre la separación ó remoción de los elementos de la corporación de policía, por no obtener una calificación de aprobación para su permanencia en la institución; y, tal como lo señaló la parte actora, el Consejo demandado omitió fundar su competencia en dicha fracción que resultaba aplicable al caso en concreto, ya que en la resolución impugnada se determinó según se refiere en la foja 43 cuarenta y tres del expediente de este proceso, en su considerando sexto y en su resolutivo Tercero: “Se resuelve que en el presente caso, el C. *****… sea separado del cargo que desempeña como elemento adscrito…”. Señalando en esa misma resolución que ello fue debido a que no aprobó el proceso de permanencia dentro de la corporación, de acuerdo a la constancia de resultado número CECCEG/CIRC/612/2012, de fecha 10 diez de diciembre del año 2012 dos mil doce, suscrita por el Director Técnico del Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado de Guanajuato y por los coordinadores de evaluación psicológica, poligráfica, socio-económica y médica y toxicológica. . . . . . . . . . . . . . 


Sin embargo, en vez de sustentarse en esa fracción del precepto citado, al tratarse de un procedimiento de separación; el Consejo demandado, en su resolución emitida el 29 veintinueve de mayo del año 2013 dos mil trece, en su Considerando Primero (foja 29 veintinueve del expediente del presente proceso y 3 tres de esa resolución); señaló como fundamento de la misma: “… así como en los artículos 1 uno, 85 ochenta y cinco, 86 ochenta y seis y 87 ochenta y siete en sus fracciones I, V, y VI, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato…” lo que equivale a una incorrecta fundamentación y motivación en dos vertientes: una que estriba en no precisar la fracción correcta y exactamente aplicable al caso concreto, en cuanto a la facultad otorgada al Consejo de Honor y Justicia demandado, para conocer y resolver sobre procedimientos de remoción o separación; y, otra que se refiere a una incorrecta fundamentación, al pretender sustentarse erróneamente en las fracciones I, V y VI, de ese precepto que se refieren a conocer y resolver sobre las faltas graves en que incurran los elementos de las Instituciones Policiales; comunicar al titular de las Instituciones Policiales, su resolución respecto a la probable comisión de delitos o faltas graves cometidos por elementos en activo de la corporación; y, su competencia para establecer los lineamientos para los procedimientos aplicables al régimen disciplinario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Los que evidentemente no son aplicables en el asunto en concreto, toda vez que el procedimiento de separación difiere notoriamente de uno administrativo disciplinario, instaurado precisamente para conocer y sancionar por las faltas graves en que incurran los elementos de las corporaciones policiacas; tal como lo establece el Reglamento del Consejo  de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, al establecer una tramitación diferente para cada uno de esos procedimientos. . . . 
Incorrecta e insuficiente fundamentación de la resolución impugnada, que incide también en una insuficiente motivación, porque no justifica el Consejo demandado como es que se aplican en el caso concreto las fracciones I, V y VI de la Ley de Seguridad Pública del Estado que estableció en su resolución; así como no expuso los razonamientos jurídicos relativos a su competencia, en el trámite de separación o remoción de un elemento, al no haber tampoco fundado su competencia en el precepto exactamente aplicable al caso. Insuficiente fundamentación y motivación que se traduce en que se vulnere el elemento de validez de los actos administrativos previsto en la fracción VI, del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto cabe precisar que por la debida motivación debe entenderse como las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento; en tanto que por fundamentación, la cita del precepto legal aplicable al caso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior concuerda perfectamente en la tesis de Jurisprudencia que se trascribe a continuación: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento." No. de Registro: 203,143. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: VI. 2o. J/43. Página: 769. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al ser fundado el Cuarto concepto de impugnación analizado del escrito de demanda; por no encontrarse suficientemente fundada ni motivada la resolución impugnada, en cuanto a la competencia del Consejo demandado, la misma es ilegal y debe declararse nula de conformidad con lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y  302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que procede decretarse la nulidad total de la resolución de fecha 29 veintinueve de mayo del año 2013 dos mil trece, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 312/13-POL; en la que se resolvió separar, de su cargo de Policía raso, adscrito a la Dirección General de 
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Policía Municipal al ciudadano *****; asimismo, por ser una consecuencia de la nulidad de la resolución impugnada, se decreta también, la nulidad total de la notificación de la resolución de fecha 26 veintiséis de julio del año 2013 dos mil trece; por derivar de dicha resolución y aplicando el Principio de Derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- En virtud de que el cuarto concepto de impugnación del escrito de demanda, resultó fundado y es suficiente para declarar la nulidad total del acto impugnado; resulta innecesario el estudio de los restantes esgrimidos por el actor, ya que su análisis no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- De lo solicitado por el actor, se encuentra también el reconocimiento del derecho a que se le pague la indemnización prevista en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y, el condenar a la autoridad demandada al pleno restablecimiento del derecho violado, mediante el pago de la indemnización y de las prestaciones que describen en el inciso d) del capítulo correlativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Previo al estudio sobre la procedencia o improcedencia de lo pretendido por el actor, es importante hacer cuatro precisiones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La primera, en el sentido de que la fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, establece que, entre otros, los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes. En el caso particular la Ley que rige lo es la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y, en su caso, el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, así como el Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La segunda, en relación a que el artículo 8 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al servicio del Estado y de los Municipios, excluye del régimen de dicha Ley, a los miembros de las policías municipales. . . . . . . . . . . . . . 

La tercera, consiste en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que la relación jurídica entre los miembros de las instituciones policiales y el Estado, no es de naturaleza laboral sino netamente administrativa, sirviendo de ejemplo para ello la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“POLICIAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MEXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACION JURIDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA. La relación Estado-empleado fue, en principio de naturaleza administrativa, pero en derecho positivo mexicano, en beneficio y protección de los empleados, ha transformado la naturaleza de dicha relación equiparándola a una de carácter laboral y ha considerado al Estado como un patrón sui generis. Sin embargo, de dicho tratamiento general se encuentran excluidos cuatro grupos a saber: los militares, los marinos, los cuerpos de seguridad pública y el personal del servicio exterior, para los cuales la relación sigue siendo de orden administrativo y, el Estado, autoridad. Por tanto, si los miembros de la policía municipal o judicial del Estado de México, constituyen un cuerpo de seguridad pública, están excluidos por la fracción XIII Apartado B del artículo 123, en relación con los artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo y 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la determinación jurídica que considera la relación del servicio asimilada a la de trabajo y al Estado equiparado a un patrón, de donde se concluye que la relación que guardan con el gobierno del Estado o del Municipio, es de naturaleza administrativa y se rige por las normas también administrativas de la ley y reglamentos que les correspondan y que, por lo tanto, las determinaciones que dichas entidades tomen en torno a ésta no constituyen actos de particulares, sino de una autoridad, que en el caso particular referente a la orden de baja del servicio, hace procedente el juicio de amparo ante el juez de Distrito.” Contradicción de tesis 11/94. Entre las sustentadas por el Primero y el Segundo Tribunales Colegiados del Segundo Circuito. 21 de agosto de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez Villalba. El Tribunal Pleno en su sesión privada del jueves treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco asignó el número 24/1995 (9a.) a esta tesis de jurisprudencia aprobada al resolver la contradicción de tesis número 11/94. México, Distrito Federal, a treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco. Novena Época; Registro: 200322; Instancia: Pleno; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; II, Septiembre de 1995; Materia(s): Administrativa; Tesis: P./J. 24/95; Página:  43. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La cuarta, consiste en que no obstante que se ha decretado la nulidad total de la separación en el cargo que de elemento operativo desempeñaba el ciudadano *****, en la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato; no resulta factible la reinstalación o reincorporación del mismo, atento a la prohibición que se contiene tanto en el segundo párrafo de la fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, 
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en los que de manera tajante se consigna que en ningún caso procederá la reincorporación al servicio, aun cuando la separación, remoción, baja o cese del cargo se resolviere por una autoridad jurisdiccional como injustificada. Lo anterior se refuerza con la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE. Del citado precepto constitucional se advierte que los miembros de las instituciones policiales podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos de permanencia o si incurren en responsabilidad, con la expresa previsión de que si la autoridad resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. De lo anterior se sigue que a partir de la aludida reforma la prohibición de reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente privilegió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado la que, en su caso, se compensaría con el pago de la indemnización respectiva, por lo que independientemente de la razón del cese tiene preferencia la decisión del Constituyente de impedir que los miembros de las corporaciones policiacas que hubiesen causado baja se reincorporen al servicio.” Contradicción de tesis 21/2010. Entre las sustentadas por el Primer, Segundo y Tercer Tribunales Colegiados del Noveno Circuito. 23 de junio de 2010. Mayoría de cuatro votos. Disidente y Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Francisco Gorka Migoni Goslinga. Tesis de jurisprudencia 103/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de junio de dos mil diez. Novena Época; Registro: 164225; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  XXXII, Julio de 2010; Materia(s): Constitucional, Laboral; Tesis: 2a./J. 103/2010; Página:   310. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Hechas las precisiones anteriores se procede al análisis de la pretensión intentada por el actor, de que se le reconozca el derecho a que se le pague la indemnización que se establece en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato; pretensión que para quien resuelve, resulta procedente en los términos siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El segundo párrafo del mencionado artículo 50 consigna:. . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 50. Los servidores públicos de índole ministerial y pericial, así como los de las Instituciones Policiales…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, no procederá bajo ninguna circunstancia la reincorporación o reinstalación al mismo, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. En tal supuesto el ex servidor público únicamente tendrá derecho a recibir las prestaciones que le correspondan al momento de la terminación del servicio y que le permanezcan vigentes al tiempo de su reclamo, así como a una única indemnización de tres meses conforme a la última remuneración base diaria percibida, salvo que ésta excediera del triple del salario mínimo general vigente en el Estado, en cuyo caso será ésta la cantidad que se tome como base diaria para la cuantificación de dicha indemnización. En ningún caso procederá el pago de salarios caídos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la interpretación gramatical del precepto antes transcrito, se desprende que en el caso concreto, al resultar nula la separación del actor, éste tiene derecho a una indemnización de 3 tres meses de sueldo base; indemnización que debe pagarse completamente, esto es, sin aplicar lo señalado en ese mismo artículo 50 de la ley en comento, acerca de que si se excede el triple del salario mínimo vigente en el Estado, sería esa cantidad (el triple del salario mínimo), la que se tome como base para la cuantificación de la indemnización; toda vez que dicho aspecto es violatorio de los derechos humanos del actor; ya que se advierte que dicho artículo 50, en su segundo párrafo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado, contiene una limitante para el pago de la indemnización, que no se encuentra establecida en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, en su segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que debe atenderse en primer lugar a lo establecido en el precepto Constitucional antes citado, que establece un mayor derecho y una protección más amplia a los elementos de policía en cuanto a la indemnización que le corresponde recibir; de ahí que lo correspondiente es  inaplicar lo señalado en la Ley de Seguridad Pública del Estado, pues este Juzgador, dentro del ámbito de su competencia, se encuentra obligado a velar por los Derechos Humanos contenidos en la Constitución Federal, por encima de lo dispuesto en la ley secundaria, únicamente en cuanto a esa limitante. . . . . . . . 

Al respecto resulta pertinente transcribir el segundo párrafo del artículo 1º Constitucional que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Art. 1. En los Estados Unidos Mexicanos...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia...” 

Y en el caso que nos ocupa, es evidente que el derecho del actor a recibir una justa indemnización por su labor desempeñada en la Dirección de Policía Municipal, a la que se encontraba adscrito; constituye sin duda, un derecho del  impetrante del presente juicio, aplicándose de esta manera, en el presente 
Expediente número 608/2013-JN

asunto el control difuso de la Constitucionalidad previsto en el artículo 133 de la ya mencionada Constitución General de la República. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


A este respecto, cabe transcribir la siguiente tesis de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativa al control difuso de la Constitucionalidad en materia de derechos humanos en nuestro país, misma que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO. Actualmente existen dos grandes vertientes dentro del modelo de control de constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son acordes con el modelo de control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial. En primer término, el control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la Federación con vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo directo e indirecto; en segundo término, el control por parte del resto de los jueces del país en forma incidental durante los procesos ordinarios en los que son competentes, esto es, sin necesidad de abrir un expediente por cuerda separada. Ambas vertientes de control se ejercen de manera independiente y la existencia de este modelo general de control no requiere que todos los casos sean revisables e impugnables en ambas. Es un sistema concentrado en una parte y difuso en otra, lo que permite que sean los criterios e interpretaciones constitucionales, ya sea por declaración de inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que conozca la Suprema Corte para que determine cuál es la interpretación constitucional que finalmente debe prevalecer en el orden jurídico nacional. Finalmente, debe señalarse que todas las demás autoridades del país en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de aplicar las normas correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona para lograr su protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar o declarar su incompatibilidad”. TA; 10a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Pág. 557. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Visto lo anterior, no existe impedimento para reconocer tal derecho a recibir la indemnización de 3 tres meses de salario y que la misma se otorgue en su totalidad, sin tomar en cuenta si se excede o no el triple del salario mínimo general vigente en el Estado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Así pues, para fijar la indemnización a la que tiene derecho el actor, es necesario tomar como base la cantidad de $ 5,699.40 (Cinco mil seiscientos noventa y nueve pesos 40/100 Moneda Nacional); según el recibo de  pago de nómina del periodo 16/11/2012 al 29/11/2012; aportado por el actor con su escrito de demanda, que se consigna como salario integrado; (sueldo más las prestaciones que se contienen en dicho recibo), que fue ofrecido y admitido como prueba al actor y que no fue objetado por las enjuiciadas; y, que corresponden a 14 catorce días; luego entonces al hacer la operación matemática de dividir esa cantidad entre 14 catorce días, nos da como resultado que el impetrante obtenía como remuneración base diaria, la cantidad de $ 407.10 (Cuatrocientos siete pesos 10/100 Moneda Nacional); por lo que el ciudadano actor tiene derecho a percibir, por ese concepto, la cantidad de $ 36,639.00 (Treinta y seis mil seiscientos treinta y nueve pesos 00/100 Moneda Nacional); cuantía que resulta de multiplicar la cantidad mencionada por 90 días que equivalen a los 3 tres meses a que hace referencia la ley previamente citada. Indemnización que deberán cubrir las autoridades demandadas, dentro de los 15 quince días siguientes a que cause ejecutoria la presente sentencia. . . . . . . . . 

Como pretensiones relativas a que se condene a las demandadas al pleno restablecimiento del derecho violado, se califican procedentes las siguientes: . . . 

a).- El pago de la parte proporcional del aguinaldo correspondiente al año 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior en virtud de que conforme a lo prescrito en el ya multimencionado segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, el justiciable también tiene derecho a recibir, además de la indemnización, las prestaciones que le correspondan al momento de la terminación del servicio; y a que, en Sesión Ordinaria de fecha 28 veintiocho de abril de 2011 dos mil once, el Honorable Ayuntamiento de León, aprobó como prestación general otorgada a los Servidores Públicos de la Administración Centralizada, entre otras, el pago de 41 cuarenta y un días de sueldo mensual tabular por concepto de aguinaldo. Prestación a la que sin lugar a dudas también tienen acceso los elementos operativos de la Dirección General de Policía Municipal, al ser dicha dependencia parte de la Administración Pública Municipal Centralizada; y, a que ya se había generado a favor del ciudadano impetrante, en forma proporcional al lapso de tiempo laborado en el año 2013 dos mil trece, que fue hasta el día 20 veinte de marzo de ese mismo año, fecha en que se suspendió provisionalmente al elemento sin goce de sueldo; por lo que las autoridades demandadas deberán calcular el monto correspondiente de manera proporcional por el periodo efectivamente laborado, comprendido del 1 uno de  enero al día 20 veinte de marzo; y, proporcionalmente al periodo transcurrido del año 2013 y hasta la fecha en que se dé cumplimiento al fallo. . . . 

b).- El pago de la parte proporcional de prima vacacional y vacaciones que corresponda al tiempo comprendido entre el día siguiente a la última prima vacacional y de vacaciones pagadas, al día de la suspensión del cargo sin goce de sueldo, calculados en el porcentaje que corresponda; asimismo en lo que corresponda hasta el día en que se cumpla la sentencia, realizándose el pago respectivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . 

Ello también con sustento en lo instituido en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública vigente en el Estado y a que en el acuerdo del Honorable Ayuntamiento, a que se hizo referencia en el inciso anterior, también se aprobó como prestación general el pago de la prima 
Expediente número 608/2013-JN

vacacional equivalente al 48% cuarenta y ocho por ciento de diez días de sueldo mensual tabular cada seis meses por período vencido; así como en lo señalado en la jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“SEGURIDAD PÚBLICA. PROCEDE OTORGAR AL MIEMBRO DE ALGUNA INSTITUCIÓN POLICIAL, LAS CANTIDADES QUE POR CONCEPTO DE VACACIONES, PRIMA VACACIONAL Y AGUINALDO PUDO PERCIBIR DESDE EL MOMENTO EN QUE SE CONCRETÓ SU SEPARACIÓN, CESE, REMOCIÓN O BAJA INJUSTIFICADA Y HASTA AQUEL EN QUE SE REALICE EL PAGO DE LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO, SIEMPRE QUE HAYA UNA CONDENA POR TALES CONCEPTOS. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 2a. LX/2011, de rubro: "SEGURIDAD  PÚBLICA008", sostuvo que el referido enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho", forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja injustificada, y hasta que se realice el pago correspondiente. En ese sentido, dado que las vacaciones, la prima vacacional y el aguinaldo son prestaciones que se encuentran comprendidas dentro de dicho enunciado, deben cubrirse al servidor público, miembro de alguna institución policial, las cantidades que por esos conceptos pudo percibir desde el momento en que se concretó la separación, cese, remoción o baja injustificada, y hasta que se realice el pago de las demás prestaciones a que tenga derecho, siempre y cuando haya una condena por aquellos conceptos, ya que sólo de esa manera el Estado puede resarcirlo de manera integral de todo aquello de lo que fue privado con motivo de la separación”. J; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 1; Pág. 635. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La cuantificación y el pago de las prestaciones a que se hace referencia en los incisos a) y b) que anteceden, deberán realizarlo las autoridades demandadas -auxiliados por la dependencia municipal encargada del pago de los salarios a los empleados municipales-, tomando como base el sueldo mensual tabular que correspondía, en el año 2013 dos mil trece, al cargo que desempeñaba el ciudadano actor, en la Dirección General de Policía Municipal, en razón a lo autorizado por el Honorable Ayuntamiento de León, en el punto VI del Orden del día de la Sesión Ordinaria de fecha 28 veintiocho de abril del año 2011 dos mil once; lo que deberá hacer en el término de 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

c).- El pago del fondo de ahorro, el cual se conformó con aportaciones catorcenales, en partes iguales de $ 150.00 (Ciento cincuenta pesos 00/100 Moneda Nacional), del ex-servidor público y del Municipio de León, al cual tienen derecho, al haberse constituido a su favor; en la cantidad que resulte al tiempo laborado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, si durante cada catorcena se aportó la cantidad de $ 300.00 (Trescientos pesos 00/100 Moneda Nacional), a dicho fondo y del 1 uno de enero al 20 veinte de marzo del año 2013 dos mil trece, transcurrieron 6 seis catorcenas; luego entonces se debe entregar al actor, por concepto de liquidación del fondo de ahorro, la cantidad de $ 1,800.00 (Mil ochocientos pesos 00/100 Moneda Nacional), lo que habrán de hacer las autoridades demandadas, también dentro de los 15 días siguientes a que cause ejecutoria este fallo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
d).- El pago de los perjuicios, traducidos en vía del pago de salarios no percibidos, con motivo de la resolución impugnada, que se acumulen durante la substanciación del presente proceso; lo que resulta procedente en virtud de que el artículo 123, Apartado B, fracción XIII de la Constitución Política de nuestro país, establece que además de la indemnización, que corresponde al elemento separado de su encargo, las demás prestaciones a que tenga derecho, interpretado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, que percibía el servidor público; de ahí que si como se señaló en párrafos anteriores la remuneración diaria ordinaria del elemento separado, era de la cantidad de la cantidad de $ 407.10 (Cuatrocientos siete pesos 10/100 Moneda Nacional); señalada, en la foja 15 quince de la presente resolución; por lo que el ciudadano actor tiene derecho a percibir, por concepto de perjuicios la cantidad que resulte de multiplicar el monto señalado por los días transcurridos desde que fue suspendido provisionalmente de su cargo (20 veinte de marzo del 2013 dos mil trece) hasta el día en que se cumplimente la presente sentencia; toda vez que desde esa fecha se le dejó de cubrir su salario, y al resultar nula la resolución impugnada, también lo debe ser el acuerdo por el que se le suspendió  provisionalmente de sus labores sin goce de sueldo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Al caso resulta aplicable la siguiente tesis de Jurisprudencia que establece: 

“SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008. El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta 
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de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del constituyente permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho", forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja, y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni debe llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.” TA; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; XXXIII, Junio de 2011; Pág. 428. . . . . . . 
NOVENO.- A fin de no dejar de hacer pronunciamiento sobre las demás pretensiones, distintas a las enunciadas en el Considerando que antecede, este Juzgador resuelve que resultan no procedentes, en base a lo siguiente: . . . . . . . . 
a).- El pago de la indemnización que contempla el tercer párrafo de la fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque dicha indemnización no es otra distinta a la prevista en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y que ya se cuantificó en el considerando inmediato anterior, toda vez que en dicha ley se determinan los meses que deben pagarse por concepto de la indemnización prevista en el citado precepto constitucional. . 

b).- El pago de la prima de antigüedad a razón de 12 días por año laborado, porque el artículo 63 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al servicio del Estado y de los Municipios de Guanajuato, sólo otorga el derecho a percibirla a los trabajadores de base; rubro dentro del cual no están comprendidos de ningún modo los miembros de las instituciones policiales al no existir una relación de naturaleza laboral sino de carácter administrativa; aunado al hecho de que como ya se dijo en supralíneas, la propia Ley en cita excluye de su régimen, a los miembros de la policías municipales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 
c).- El pago de 20 días de salario por cada año trabajado, en virtud de que ya no es posible la reinstalación en el cargo, porque el pago de 20 días por cada año de servicio tiene origen en la responsabilidad que deriva de la decisión del patrón de ejercer el derecho a no reinstalar al trabajador; es decir, dicho concepto constituye una prestación exclusiva del derecho laboral que no resulta aplicable a las relaciones de naturaleza administrativa; a más de que no es decisión del Municipio el no reinstalar al actor, sino que la no reinstalación o reincorporación es un imperativo establecido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la última parte del párrafo segundo de la fracción XIII del apartado B del artículo 123; y, en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, en el ya varias veces citado párrafo segundo del artículo 50. . . . . 

d).- El pago de aguinaldo, de vacaciones, de primas vacacionales, de horas extras, del seguro que denominó de “protec. mutua” y de días de descanso que dijo que no le fueron pagados en todo el tiempo en que prestó sus servicios; ello en virtud de que no ofreció medio de prueba alguno que acreditara que efectivamente no le fueron cubiertos tales pagos, estando obligado a ello, ya que el “onus probandí”, al ser el proceso administrativo de estricto derecho, corresponde en este caso al actor en función de probar los hechos que sustentan sus pretensiones, lo que en la especie no se dio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

e).- El seguro de vida, el pago de la cantidad de $30,000.00 (Treinta mil pesos 00/100 Moneda Nacional), con recursos del subsidio para la seguridad pública municipal; pago de aportaciones a la Afore y al Infonavit; pago de aportaciones omitidas; indemnización que contempla el artículo 492 y 493 de la Ley Federal del Trabajo; una disculpa pública; y se de vista al Ministerio Público,  ya que no acreditó contar con derecho alguno a recibir tales prestaciones. . . . . . 
Por lo expuesto, y con fundamento en lo establecido en los artículos 1, segundo párrafo y 123, apartado B, fracción XIII, primer y segundo párrafos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 50, segundo párrafo de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato; y, 249, 255, fracciones I, II y III; 287, 298, 299, 300, fracciones II y V; y, 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo promovido en contra de la resolución impugnada emanada de las autoridades demandadas. . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la Nulidad Total de la separación del cargo que de policía raso tenía el ciudadano ***** en la Dirección General de Policía Municipal, contenida en la resolución combatida de fecha 29 
Expediente número 608/2013-JN

veintinueve de mayo del año 2013 dos mil trece, dictada dentro del procedimiento administrativo de separación número 312/13-Pol.; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CUARTO.- Se reconoce el derecho del actor al pago de la indemnización y al pago de las pretensiones a que se hace referencia en el Considerando Octavo de esta sentencia; en los términos precisados en dicho considerando y con las deducciones fiscales que, en su caso, correspondan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pagos que deberán efectuar las autoridades demandadas, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente sentencia; debiendo informar a este juzgado sobre el cumplimiento que dé al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas que así lo acrediten. 

QUINTO.- No ha lugar a condenar a las autoridades demandadas al pago de las pretensiones reseñadas en el Considerando Noveno de la presente resolución; atento a las razones lógicas y jurídicas señaladas en dicho considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

